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  PRESENTACIÓN




  El desplazamiento forzado, sufrido por aproximadamente dos millones quinientos mil compatriotas,1 es uno de los flagelos más ignominiosos, pues atenta contra la convivencia pacífica del tejido social colombiano, si tenemos en cuenta que este fenómeno es sinónimo de desolación y sufrimiento para las víctimas directas e indirectas que lo padecen. En él, la razón humana parece escabullirse por los laberintos de la intolerancia e inconciencia de los actos de quienes propician, fomentan, y en algunos casos se lucran con dicho comportamiento criminal, lo que ha llevado a la Corte Constitucional a calificar dicha situación como:




  (a) “un problema de humanidad que debe ser afrontado solidariamente por todas las personas, principiando, como es lógico, por los funcionarios del Estado”; (b) “un verdadero estado de emergencia social”, “una tragedia nacional, que afecta los destinos de innumerables colombianos y que marcará el futuro del país durante las próximas décadas” y “un serio peligro para la sociedad política colombiana”; y, más recientemente, (c) “un estado de cosas inconstitucional” que “contraría la racionalidad implícita en el constitucionalismo”, al causar una “evidente tensión entre la pretensión de organización política y la prolífica declaración de valores, principios y derechos contenidas en el Texto Fundamental y la diaria y trágica constatación de la exclusión de ese acuerdo de millones de colombianos”.2




  Estas razones son suficientes para impulsarnos a investigar el comportamiento que ha asumido nuestro juez constitucional, como garante de los derechos fundamentales en un Estado social de derecho, en relación con los desplazados, que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta. Para ello será necesario articular y desarrollar contenidos precisos acerca de lo que significa para el país constituirse en un Estado social de derecho, y de cuáles son las funciones de un tribunal de la constitucionalidad dentro de esa fórmula política, con el fin de entender y asumir el alcance de sus decisiones judiciales.




  Para adelantar este propósito resulta fundamental estructurar este trabajo desde conceptos generales, como Estado social de derecho, tribunal constitucional y derechos sociales, con el fin de trazar un fundamento teórico general para comprender el sentido de los pronunciamientos de la Corte Constitucional con respecto a una temática tan compleja, pero a la vez interesante, como el fenómeno del desplazamiento.




  En este sentido, nuestra disposición intelectual se orienta básicamente a mostrar el papel propositivo que ha desarrollado nuestro máximo tribunal de la constitucionalidad en la defensa material del Estado social de derecho que, en el caso específico del desplazamiento, ha servido para jalonar políticas públicas en defensa de la fórmula política adoptada por el constituyente del año 1991, a través de una institución garantizadora como la acción de tutela, que ha demostrado, con acierto, que los derechos fundamentales no son una simple entelequia, sino un valioso instrumento de poder frente al Estado, cuando este último no toma en serio sus mandatos y obligaciones.




  Y es que el Estado social de derecho no puede concebir sujetos en la más absoluta inopia, en condiciones que atentan contra la dignidad del ser humano, como las padecidas por los millares de colombianos obligados a huir de sus territorios por un conflicto armado irracional e irresoluto, que pone en juego los mínimos derechos elementales. Por tal motivo, el juez constitucional no puede ser ajeno a esta realidad, y su deber —con respeto al principio democrático y de colaboración armónica con las otras ramas del poder público— es propiciar ajustes de los comportamientos de omisión de las autoridades políticas, comprometidas también con la satisfacción de los derechos fundamentales de las personas sometidas a una crisis humanitaria de efectos devastadores, que requiere el concurso efectivo de todos para lograr condiciones de existencia dignas, teleología de la jurisprudencia de la Corte Constitucional que ponemos a consideración en estas cortas líneas.




  _________________________




  

    

      1 La cifra manejada por el gobierno es de 2.577.402, según Acción Social (antigua Red de Solidaridad Social). Sin embargo, organizaciones no gubernamentales como la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento ­(CODHES) hablan de una estadística de aproximadamente 4.075.580 personas en desarraigo. Esta disparidad puede explicarse por el hecho de que el recuento gubernamental se inicia en el año 1995, mientras que el conteo privado tiene una mayor antigüedad, pues comienza en 1985.


    




    

      2 Corte Constitucional, Sentencia T-025/04. Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda.


    


  




   




  Capítulo 1


  EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO




  HISTORIA




  No hay duda alguna de que la tutela del interés público es el fin último de la actividad estatal. Con fundamento en ello, estudiosos como Alessandro Pizzorusso1 han clasificado las formas de Estado2 en tres dimensiones históricas: el Estado liberal, el Estado social de derecho y el Estado socialista.3 El primero buscó el bienestar de sus súbditos a través de un marco general, en el cual el mercado y el individualismo se convertirían en la piedra angular de la felicidad, bajo la idea de que los hombres, si se les dejase solos, podrían alcanzar el nirvana gracias al sentido competitivo de su naturaleza, por lo cual al establecimiento político únicamente le correspondía la tarea de asegurar el respeto a un mínimo de reglas de corrección. De allí que




  […] los valores básicos del Estado Liberal eran la libertad, la propiedad individual, la igualdad en sentido formal, la seguridad jurídica y la participación de los ciudadanos en la formación de la voluntad general estatal a través del sufragio.4




  Esta forma de Estado surge con la Revolución Francesa de 1789,5 que luchaba contra las estructuras del Ancien Régime, que concentraba el poder político en la persona del monarca, frente al cual no se tenían derechos, sino deberes. Acabar con esta tiranía fue el logro más importante de esta lucha emancipadora, encabezada por la burguesía, para lo cual se plasmó el Estado de derecho, garantizado en un documento escrito denominado Constitución, que en síntesis buscaba regular y controlar la actividad estatal a través del derecho,6 siempre y cuando la ley fuera expresión de la voluntad general, orientada a la defensa de los derechos y libertades de los ciudadanos. Como consecuencia de lo anterior, la soberanía del rey fue trasladada a la nación (gobernados). Esta noción fue




  […] entendida unitariamente y restringida a la clase social que le ha dado vida y que será beneficiaria directa del nuevo régimen: la burguesía. Entre la sociedad y el Estado no se conciben los cuerpos intermedios; el individuo y su bienestar son el punto de partida de todas las deliberaciones y el objetivo de toda política; siendo éste el valor axial, la sociedad se concibe como un producto y el Estado sólo tiene razón de existir en tanto que proteja la libertad individual.7




  Así las cosas, el hecho de que la ley rigiera para todos, como expresión de la razón, bastaba para alcanzar la felicidad, pues las leyes naturales de la economía política determinarían que la búsqueda sin trabas del beneficio privado redundara en el bienestar general. Por consiguiente, la intervención del Estado en relación con la justicia social era innecesaria, impertinente e inconveniente.




  La historia demostró que esta tesis era equivocada, pues las grandes crisis económicas del capitalismo, como la producida en 1929, demostraron que el modelo liberal burgués abandonado a su suerte no engendraba por sí solo la justicia social, sino que más bien conllevaba la producción de los desequilibrios sociales. Por eso se hizo necesaria la intervención del Estado, para corregir el rumbo. Lo anterior, unido al surgimiento de la conciencia social por parte del proletariado, socavó los cimientos de esta estructura política, para dar lugar a una forma de Estado interventor, mejor conocido como Estado social de derecho.




  Si el Estado liberal fue el resultado de la lucha contra el absolutismo en nombre de la libertad, la nueva fórmula política del Estado social de derecho surge para corregir los defectos del liberalismo, especialmente del abstencionismo estatal y el individualismo. Como bien lo señala Jesús Ballesteros,8




  […] esta nueva modalidad política se basa en la conciencia de la necesidad de liberar al hombre no sólo del miedo de la opresión y la tiranía, tal como lo había hecho el modelo anterior, sino también de la menesterosidad social, del hambre, de la miseria y de la incultura.




  Para lograrlo, se compromete con los valores fundamentales de la justicia social, de la igualdad y del bienestar material de todos los ciudadanos, dentro de un marco de legalidad.




  Como precursor de esta nueva forma de identidad estatal se suele citar a Lorenz von Stein, quien en 18509 defiende la idea de que la época de las revoluciones y reformas políticas había terminado, para comenzar la de las revoluciones y las reformas sociales. Por lo tanto, sólo una teoría y una praxis conscientes de este hecho permitirían enfrentarse con éxito al futuro. En tal sentido, se convendría que la fortaleza del Estado depende del nivel moral y material de sus ciudadanos, razón por la cual es absurdo permitir la miseria de la población. En consecuencia, corregir las disfunciones sociales de una sociedad industrial competitiva no es tan sólo una exigencia ética sino, también, una necesidad histórica, si se quiere evitar la revolución social.




  En esta misma línea doctrinal histórica, vale la pena destacar los aportes que socialdemócratas y marxistas revisionistas10 hicieron para la consolidación del Estado social de derecho, pues el ideal de dichas corrientes ideológicas no es acabar con el Estado, sino utilizar las posibilidades que éste brinda para construir una democracia social. Según esta escuela del pensamiento político, es cierto que el Estado ha sido instrumento de dominación al servicio de la clase dominante, pero considera que bajo las presiones partidistas y de las organizaciones obreras esto puede revertirse, y que el propio establecimiento puede hacer progresar a las clases obreras, quienes por ello habrán de tener interés en un Estado fuerte. Por lo tanto, la lucha no es contra el Estado, sino contra determinadas modalidades y contenidos del Estado, con el fin de construir un orden justo y equitativo.




  A este orden justo, que se busca con el Estado social de derecho, contribuyó también la doctrina social de la Iglesia, pues como lo manifiesta Juan José González Rivas:11




  A partir de 1891 se publica la encíclica Rerum Novarum, de León XIII, que denuncia la situación de los obreros a finales del siglo XIX con palabras contundentes y adopta una fórmula flexible de propiedad privada considerada como derecho fundamental, pero con una indudable vinculación a su función social, afirmando la vocación solidaria del cristianismo y conciliando dos principios fundamentales que son la propiedad privada y el destino universal de los bienes de la tierra.




  Esta doctrina social ejerce una influencia sobre el Estado desde el terreno de los principios y constituye parte integrante de algunos programas de organizaciones y partidos políticos, especialmente los partidos demócratas-cristianos después del final de la segunda guerra mundial, que orienta a las constituciones de países democráticos que tuvieron como protagonistas a las fuerzas políticas de la socialdemocracia y la democracia cristiana.




  El continente americano también aportó a la gestación del Estado social de derecho con la revolución mexicana, iniciada en 1910 y que culminó en 1917 con una nueva Constitución (Querétaro), que fue la primera en el mundo que consagró los derechos sociales de los trabajadores asalariados (Artículo 123).




  En este caminar histórico, tampoco hay que olvidar a la República de Weimar, en la cual se proclamó la Constitución alemana de 1919, que fue pionera en incorporar los derechos sociales, elevando estas viejas aspiraciones a principios constitucionales, lo que representó una conquista política del socialismo democrático. Cláusulas como las contenidas en su Artículo 165, que contemplaba que los empleados y los obreros debían establecer los salarios y condiciones de trabajo en pie de la igualdad y en comunidad con los empresarios, fueron una muestra indicativa de que el mundo había cambiado y que se hacía necesario incorporar democráticamente a todas las fuerzas sociales que viven en comunidad.




  La Constitución de Weimar de 1919 ya proclamaba un buen número de derechos sociales, como el derecho a una vivienda digna, el derecho a ganar el sustento mediante el trabajo, el derecho de las familias numerosas a ser auxiliadas y el de la madre a obtener asistencia, los cuales son un buen ejemplo de ello. Tal consagración tiene un carácter más bien programático, de recomendación al legislador, lo cual impide que se constituyan como derechos del ciudadano en sentido estricto, pero supone un cambio decisivo en la significación de los derechos fundamentales. Además de los derechos subjetivos, aparecen numerosas garantías institucionales, es decir, normas que fijan límites a la autonomía del legislador en aras de una institución; así como diversas prescripciones de tipo finalista, que imponen a los poderes públicos la obligación de perseguir determinados objetivos.




  Vemos cómo, poco a poco, estas líneas históricas van contribuyendo a moldear la teleología del Estado social de derecho, caracterizada por la preocupación central en la existencia digna del hombre. Pero esta génesis diacrónica quedaría incompleta si no se mencionara el importante aporte del economista liberal progresista John Maynard Keynes, partidario de la tesis de que el mercado, la propiedad privada y la equidad social no tenían que ser incompatibles por antonomasia, pues consideraba que por métodos democráticos, y sin alterar fundamentalmente la economía capitalista, era posible llegar a la eliminación del de­sempleo mediante un aumento de la capacidad adquisitiva de las masas, lo cual tendría un efecto positivo en la producción y, por consiguiente, en la oferta de empleo y en la calidad de vida de los trabajadores. Sin embargo, para lograrlo era preciso que el Estado asumiera la función de orientación y control del proceso económico, sin que esto implicara adquirir el dominio sobre los medios de producción. Esta idea finalmente se condensó con el nombre de Welfare State o Estado de beneficencia, asistencial o socialdemócrata.12




  Pero la formulación concreta del término Estado social de derecho se debe indiscutiblemente al humanista germano Hermann Heller,13 quien en el año 1929 se enfrenta con el problema concreto de la crisis de la democracia y del Estado de derecho, al que considera es preciso salvar no sólo de la dictadura fascista sino, también, de la degeneración a la que fue conducido por el positivismo jurídico y los intereses de los estratos dominantes. Considera que para ello no es necesario renunciar al Estado de derecho, sino que basta con darle a éste un contenido económico y social. Sólo el Estado social de derecho, escribía, puede ser una alternativa válida frente a la anarquía económica y frente a la dictadura fascista y, por tanto, sólo él puede ser la vía política para salvar los valores de la civilización.




  Dicha postura sólo quedaría institucionalizada hasta el año de 1949, por la ley fundamental de Bonn, que define la República Federal de Alemania como Estado federal, democrático y social, y paulatinamente se fue extendiendo a otras latitudes como España en 1978, y finalmente a Colombia que, a través del proceso constituyente del año 1991,14 decidió consagrar nuestra nación a esta modalidad política, con las repercusiones que ello conlleva tanto en la parte dogmática (carta de derechos), como orgánica constitucional (organización institucional).




  Las anteriores disquisiciones históricas pueden ser condensadas en un cuadro sinóptico como el desarrollado por Ferrán Requejo, en el que sintetiza la evolución desde el Estado liberal hasta el Estado de bienestar, y los cambios en las concepciones dominantes sobre los conceptos de libertad, derechos, igualdad y seguridad que los mismos significan:15




  Evolución del Estado liberal hasta el Estado de bienestar
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  CARACTERÍSTICAS16




  Las notas fundamentales de identificación del Estado social de derecho responden al reto histórico que tuvo que asumir. En este sentido, como lo manifiesta Manuel García Pelayo y lo entiende la doctrina calificada sobre el tema, el Welfare State17 no es más que el proceso de adaptación de la vieja estructura del establecimiento político a las nuevas necesidades del desarrollo técnico, social y económico. Para ello requiere las siguientes especificidades:




  1. A diferencia de lo que sucedía en la etapa anterior, Estado y sociedad ya no son realidades separadas ni opuestas. Como se sabe, en el marco liberal, el Estado no podía ni debía modificar el orden social natural y espontáneo dotado de racionalidad, puesto que en la teoría, el sólo reconocimiento de la libertad y la igualdad formal hacía que el equilibrio se sostuviera. Por el contrario, el Estado social parte de la premisa de que librar la sociedad a sus mecanismos autorreguladores conduce a la pura irracionalidad, y considera que sólo la acción estatal puede neutralizar los efectos disfuncionales de un desarrollo económico y social no controlado.




  Esta idea es compartida y aclarada por nuestra Corte Constitucional, al referirse al Estado social de derecho:




  […] el presupuesto central sobre el cual se construye este tipo de organización política es el de una íntima e inescindible interrelación entre las esferas del “Estado” y la “sociedad”, la cual se visualiza ya no como un ente compuesto de sujetos libres e iguales en abstracto —según ocurría bajo la fórmula clásica del Estado liberal decimonónico—, sino como un conglomerado de personas y grupos en condiciones de desigualdad real, las cuales deben ser resueltas a través de una constante y fluida interacción entre la ciudadanía y las autoridades, a quienes se asigna, en tanto cometido esencial, la eliminación de la injusticia social. En esa misma medida, el grado de legitimidad del Estado y sus actuaciones se relaciona directamente con su compromiso efectivo hacia la construcción de un orden equitativo, a través de intervenciones razonables encaminadas a solucionar las disfuncionalidades propias del sistema social.18




  Para este tribunal de la constitucionalidad , entre el modelo tradicional del Estado de derecho y el paradigma del Estado social de derecho existe una diferencia cualitativa básica, en cuanto a la caracterización de las relaciones que se establecen entre los asociados y las autoridades, así como al papel que deben jugar estas últimas dentro del sistema: mientras que a) la teoría política de raigambre liberal clásica concebía la sociedad como un agregado de individuos libres y autosuficientes, limitando por ende el rol del Estado al de un simple gendarme o vigilante, garante de las libertades en un sentido negativo o de limitación frente a intervenciones arbitrarias —esto es, protegiendo el ejercicio de las libertades ciudadanas frente a limitaciones indebidas, a través de la policía, el ejército y la administración de justicia—; b) los pensadores del Estado social resaltaron la insuficiencia de la anterior concepción para efectos de promover condiciones sociales justas, y especificaron un nuevo deber de intervención positiva de las autoridades democráticas en la vida real de los ciudadanos en sociedad, caracterizada esta última por la presencia de notorias desigualdades fácticas entre personas y grupos, especialmente de tipo material.19




  El papel del Estado social de derecho consiste entonces en “crear los supuestos sociales de la misma libertad para todos, esto es, de suprimir la desigualdad social”.20




  Según lo ha precisado esta Corporación, “con el término ‘social’ se señala que la acción del Estado debe dirigirse a garantizarle a los asociados condiciones de vida dignas. Es decir, con este concepto se resalta que la voluntad del Constituyente en torno al Estado no se reduce a exigir de éste que no interfiera o recorte las libertades de las personas, sino que también exige que el mismo se ponga en movimiento para contrarrestar las desigualdades sociales existentes y para ofrecerle a todos las oportunidades necesarias para desarrollar sus aptitudes y para superar los apremios materiales.21




  Este mismo pensamiento es expresado por Hans P. Ipsen,22 para quien Estado social significa “la disposición y la responsabilidad, la atribución y la competencia para la estructuración del orden social”.




  Tal orden social se ve irradiado por la fuerza del Estado en las sociedades, ya sea a través de medidas jurídicas, económicas, políticas o culturales, reflejadas en programas de empleo, salud, vivienda, etc., que permiten el disfrute de bienes materiales e inmateriales, lo que demuestra que el mundo no sería el que es sin la permanente y sistemática acción del Estado.
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